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5297 ORDEN de 17 de febrero de 1998, de la Consejería de Edu-
cación y Ciencia, por la que se reconoce e inscribe en el
Registro de Fundaciones Docentes Privadas la fundación
denominada «Reina Mercedes para la Investigación Sani-
taria», de Sevilla.

Visto el expediente de reconocimiento e inscripción en el Registro de

Fundaciones Docentes de esta Consejería de la fundación denominada

«Reina Mercedes para la Investigación Sanitaria», constituida y domiciliada

en Sevilla, en el edificio del Hospital Universitario «Virgen del Rocío».

Antecedentes de hecho

Primero.—La fundación fue constituida en escrituras públicas, de

fecha 24 de noviembre de 1997, ante don Rafael Leña Fernández, Notario

del ilustre Colegio de Sevilla, con número de protocolo 3.657, figurando

como fundadores don Gabriel Pérez Cobo y otros.

Segundo.—Tendrá principalmente los objetivos y fines siguientes:

La promoción y realización de investigaciones biomédicas de calidad

en Andalucía, así como la promoción y el desarrollo de innovaciones en

las tecnologías sanitarias en la docencia y en la gestión de los servicios

sanitarios.

Tercero.—La dotación inicial de la fundación está constituida

por 3.400.000 pesetas, ingresadas en la cuenta corriente núme-

ro 060-02109-19, de la agencia urbana 16, de Sevilla, del Banco de Anda-

lucía, a nombre de la fundación «Reina Mercedes para la Investigación

Sanitaria».

Cuarto.—El gobierno, administración y representación de la fundación

se confía de modo exclusivo a un Patronato, que estará formado por un

mínimo de 14 miembros y un máximo de 17 miembros, siendo su Presidente

el Director Gerente del Hospital Universitario «Virgen del Rocío», de Sevilla.

Vistos la Constitución Española; el Estatuto de Autonomía de Anda-

lucía; la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos

Fiscales a la Participación Privada en Actividades de Interés General, y

el Decreto 2930/1972, de 21 de julio, que aprueba el Reglamento de Fun-

daciones Culturales Privadas y Entidades Análogas, y demás normas de

general y pertinente aplicación.

Fundamentos de Derecho

Primero.—Esta Consejería tiene asignada, en virtud del Decreto 42/1983,

de 9 de febrero, del Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía, las

competencias que en materia de educación se traspasaron por Real Decre-

to 3936/1982, de 29 de diciembre, y en particular sobre las fundaciones

docentes que desarrollen principalmente sus acciones en Andalucía, ejer-

ciendo en consecuencia el protectorado sobre las de esta clase.

Segundo.—Se han cumplido en la tramitación del expediente todos los

requisitos considerados esenciales por la Ley 30/1994, de 24 de noviembre,

de Fundaciones y de Incentivos Fiscales a la Participación Privada en

Actividades de Interés General y el Reglamento de Fundaciones Culturales

Privadas, por lo que procede el reconocimiento del interés público de

sus objetivos y la inscripción en el pertinente Registro de Fundaciones

Docentes.

En consecuencia, y en atención a los hechos y fundamentos de Derecho

hasta aquí desarrollados, esta Consejería de Educación y Ciencia, visto

el preceptivo informe de la Asesoría Jurídica, resuelve:

Primero.—Reconocer el interés público de la entidad e inscribir como

fundación docente privada en el correspondiente Registro a la fundación

«Reina Mercedes para la Investigación Sanitaria», con domicilio en Sevilla,

en el edificio del Hospital «Virgen del Rocío».

Segundo.—Aprobar los Estatutos, contenidos en las escrituras publi-

cadas de fecha 24 de noviembre de 1997.

Tercero.—Confirmar en sus cargos a los miembros del Patronato de

la fundación, cuyos nombres se recogen en la carta fundacional, y que

hayan aceptado sus cargos.

Contra esta Orden, que pone fin a la vía administrativa, de acuerdo

con el artículo 109.c) de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, se podrá

interponer, en el plazo de dos meses a partir de su publicación, recurso

contencioso-administrativo, previo anuncio del mismo al órgano que la

dicta, según exige el artículo 110.3 de la citada Ley, y el artículo 57.2

de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 17 de febrero de 1998.—El Consejero, Manuel Pezzi Cereto.

5298 DECRETO 271/1997, de 2 de diciembre, por el que se deses-
tima la solicitud de segregación de parte del término muni-
cipal de Lebrija (Sevilla) para su posterior agregación al
de las Cabezas de San Juan (Sevilla).

El día 1 de marzo de 1995 tuvo entrada en la Consejería de Gobernación

certificado del acuerdo del Pleno de la Corporación municipal de Las Cabe-

zas de San Juan (Sevilla), adoptado en sesión ordinaria celebrada el día 26

de enero del mismo año y con la mayoría establecida en el artículo 47.2.c)

de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen

Local, por el que se solicitaba la iniciación del procedimiento de alteración

de términos municipales, mediante la segregación del de Lebrija del terreno

situado en el Sector XII, Subsector A, de Marismas del Bajo Guadalquivir,

para su agregación al de Las Cabezas de San Juan, por considerar, se

daban las circunstancias previstas en los apartados c) y d) del artícu-

lo 10.2 de la Ley 7/1993, de 27 de julio, reguladora de la Demarcación

Municipal de Andalucía.

El Ayuntamiento de Las Cabezas de San Juan fundaba su petición

en el hecho de que, en el poblado de Marismillas, perteneciente a su término

municipal, se encuentran asentadas familias que son titulares de explo-

taciones agrarias enclavadas en el de Lebrija, recibiendo, no obstante,

todos los servicios del primero. Alegaba, asimismo, las molestias e incon-

venientes de todo tipo que, a dichos titulares, ocasionaba la necesidad

de desplazarse hasta el municipio de Lebrija para cuantas cuestiones rela-

tivas a sus explotaciones tuvieran que resolver.

Completada la documentación aportada a instancias de la Dirección

General de Administración Local y Justicia, instructora del expediente,

se dio audiencia en él al Ayuntamiento de Lebrija, el cual aportó certificado

del acuerdo adoptado por el Pleno de su Corporación en sesión celebrada

el 22 de abril de 1996, así como otra documentación complementaria,

por la que se oponía a la alteración planteada por considerar inexactos

los datos alegados por Las Cabezas de San Juan y, fundamentalmente,

por la necesidad de separar los conceptos de propiedad y jurisdicción.

En cumplimiento de lo previsto en el artículo 15.3 de la Ley reguladora

de la Demarcación Municipal de Andalucía, la resolución de la Dirección

General de Administración Local y Justicia de fecha 13 de mayo de 1996,

por la que se acordaba someter a información pública el expediente, fue

publicada en el «Boletín Oficial de la Junta de Andalucía» número 61,

del día 25 de mayo de 1996 y en el «Boletín Oficial» de la provincia núme-

ro 131, del día 7 de junio de siguiente.

Durante este período de información pública en el Ayuntamiento de

Las Cabezas de San Juan no fue presentada reclamación alguna, mientras

que en el de Lebrija se registraron 56 escritos de alegaciones contra la

alteración planteada.

Asimismo, y a solicitud del Ayuntamiento promotor del expediente,

se interesó del de Lebrija la justificación de determinados extremos, trámite

que fue cumplimentado.

No ha quedado acreditada ninguna de las dos causas de alteración

de términos municipales alegadas como fundamento de su petición por

el Ayuntamiento de Las Cabezas de San Juan, y que son las señaladas

en las letras c) y d) del artículo 10 de la Ley 7/1993, de 27 de julio,

ya que no es posible apreciar la concurrencia de circunstancias de orden

geográfico, demográfico, económico o administrativo que así lo aconsejen,

ni se dan anomalías que tengan su origen en una demarcación arbitraria

o sobrevenidas posteriormente por cualquier otra causa.

El expediente ha sido sometido por el órgano instructor a los trámites

procedimentales establecidos en el artículo 15 de la Ley 7/1993, de 27

de julio, reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía, tales como

información pública y audiencia de los interesados, habiendo sido infor-

mado por los Servicios de la Dirección General de Administración Local

y excelentísimo señor Consejero de Obras Públicas y Transportes, sin que

el Consejo Andaluz de Municipios ni la Diputación Provincial hayan emitido

su parecer en plazo reglamentario.

Por su parte, el Consejo Consultivo de Andalucía emitió dictamen en

fecha 16 de octubre de 1997.

En razón de lo establecido en el artículo 17.1 de la Ley 7/1993, de 27

de julio, reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía, la reso-

lución de este expediente corresponde al Consejo de Gobierno de la Junta

de Andalucía, a propuesta del titular de la Consejería de Gobernación

y Justicia.

En virtud de todo lo expuesto, de acuerdo con el dictamen de la Comi-

sión Permanente del Consejo Consultivo de Andalucía, a propuesta de

la Consejera de Gobernación y Justicia, previa deliberación del Consejo

de Gobierno en su reunión del día 2 de diciembre de 1997, dispongo:
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Primero.—Se desestima la solicitud de segregación del terreno situado

en el Sector XII, Subsector A, de Marismas del Bajo Guadalquivir, per-

teneciente al término municipal de Lebrija (Sevilla), para su posterior

agregación al de Las Cabezas de San Juan (Sevilla), formulada por este

último Ayuntamiento.

Segundo.—Contra el presente Decreto, que pone fin a la vía adminis-

trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo ante la

correspondiente Sala del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, en

el plazo de dos meses contados a partir del día siguiente al de su publicación

en el «Boletín Oficial de la Junta de Andalucía», a tenor de lo establecido

en los artículos 57 y siguientes de la Ley reguladora de la Jurisdicción

Contencioso-Administrativa, de 27 de diciembre de 1956, todo ello previa

comunicación de dicha interposición a este Consejo de Gobierno, de con-

formidad con el artículo 110.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,

de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento

Administrativo Común y sin perjuicio de que pueda ejercitarse cualquier

otro que estime oportuno.

Sevilla, 2 de diciembre de 1997.—El Presidente, Manuel Chaves Gon-

zález.—La Consejera de Gobernación y Justicia, Carmen Hermosín Bono.

(Publicado en el «Boletín Oficial de la Junta de Andalucía» número 150,

del martes 30 de diciembre de 1997)

COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE CASTILLA Y LEÓN

5299 RESOLUCIÓN de 9 de febrero de 1998, de la Dirección Gene-
ral de Patrimonio y Promoción Cultural de la Consejería
de Educación y Cultura, por la que se acuerda tener por
incoado expediente de declaración de bien de interés cul-
tural como monumento a favor de la iglesia de «Santa
María Magdalena», de Valladolid.

Vista la propuesta formulada por el Servicio de Protección, esta Direc-

ción General, en virtud de lo dispuesto en la Ley Orgánica 4/1983,

de 25 de febrero; Real Decreto 3019/1983, de 21 de septiembre; Decre-

to 122/1983, de 15 de diciembre, y de conformidad con lo establecido

en la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español

y el Real Decreto 64/1994, de 21 de enero, que modifica el Real Decre-

to 111/1986, de 10 de enero, que desarrolla parcialmente la Ley de Patri-

monio Histórico Español, acuerda:

Primero.—Tener por incoado expediente de declaración de bien de inte-

rés cultural como monumento a favor de la iglesia de «Santa María Mag-

dalena», de Valladolid, según la descripción y delimitación que se publica

como anexo a la presente Resolución, y que figura en el plano unido al

expediente.

Segundo.—Continuar la tramitación del expediente de acuerdo con la

legislación vigente.

Tercero.—Hace saber al Ayuntamiento de Valladolid, que según lo dis-

puesto en el artículo 16 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio

Histórico Español, todas las obras que haya que realizar en el monumento

que se pretende declarar, o en su propio entorno, no podrán llevarse a

cabo sin la aprobación previa del proyecto correspondiente por la Comisión

Territorial de Patrimonio Cultural, o si es el caso, por la Dirección General.

Cuarto.—Que la presente Resolución se publique en el «Boletín Oficial

de Castilla y León» y en el «Boletín Oficial del Estado», y se notifique

al Registro General de Bienes de Interés Cultural para su anotación pre-

ventiva.

Valladolid, 19 de febrero de 1998.—El Director general, Carlos de la

Casa Martínez.

ANEXO

Iglesia de la Magdalena en Valladolid

Descripción

Fundada por don Pedro de Lagasca, Virrey y pacificador del Perú,

hombre de confianza de Carlos V, Obispo de Palencia y Sigüenza. La iglesia

de la Magdalena se levanta según Canesí sobre restos de una ermita cons-

truida hacia 1158, sobre el arco de una de las puertas que daban acceso

a Valladolid, y que conocido como el arco de María de Molina, se encuentra

en sus inmediaciones.

Edificio gótico-renacentista del siglo XVI construido en piedra y ladrillo,

bajo trazas de don Rodrigo Gil de Hontañón. Tiene planta de cruz latina,

con gran nave de cinco tramos, cabecera rectangular y crucero marcado

en planta.

Se cubre con bóveda de crucería decorada con escudos del fundador

en las claves, cuyos nervios apean sobre la imposta que recorre los muros

del templo, colocándose en algunos casas por debajo de esta, una ménsula

prismática con decoración vegetal. Todo el interior se encuentra recorrido

por un friso, con la leyenda relativa al Patronato.

La portada, realizada en piedra, resulta de gran originalidad compo-

sitiva. Es la parte inferior, lleva dos puertas gemelas de medio punto enmar-

cadas por pilastras, por encima una hornacina avenerada flanqueada por

pilastras jónicas acanaladas, que soportan un frontón triangular. La parte

superior queda totalmente ocupada por un gran escudo del Virrey del

Perú, adornado por banderas y estandartes rematándose en frontón trian-

gular.

Adosada a la fachada, se levanta una torre de planta cuadrada con

un cuerpo superior de campanas.

Delimitación del entorno de protección

Se delimita un entorno de protección por una línea que recoge la par-

cela 1 de la manzana 39-584 (edificio «Colón»), la manzana 39-592, así

como las parcelas 1 (la iglesia de la Magdalena) y 2 (Las Huelgas) de

la manzana 40-590.

5300 RESOLUCIÓN de 13 de febrero de 1998, de la Dirección
General de Patrimonio y Promoción Cultural de la Con-
sejería de Educación y Cultura, por la que se acuerda tener
por incoado expediente de delimitación del entorno de pro-
tección del bien de interés cultural, declarado a favor del
Monasterio de «Santa María de las Huelgas», de Valladolid.

El Monasterio de «Santa María de las Huelgas», de Valladolid, fue decla-

rado monumento histórico artístico por Decreto de fecha 3 de junio de 1931.

En aplicación de la disposición adicional primera de la Ley 16/1985,

de 25 de junio del Patrimonio Histórico Español, dicho bien pasa a tener

la consideración y a denominarse bien de interés cultural.

Procede, por tanto, adecuar la declaración a las prescripciones impues-

tas en el artículo 11.2 de la citada Ley, delimitando el entorno afectado

por la declaración.

Vista la propuesta formulada por el Servicio de Protección, esta Direc-

ción General, en virtud de lo dispuesto en la Ley Orgánica 4/1983,

de 25 de febrero; Real Decreto 3019/1983, de 21 de septiembre; Decre-

to 122/1983, de 15 de diciembre, y de conformidad con lo establecido

en la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español

y el Real Decreto 64/1994, de 21 de enero, que modifica el Real Decre-

to 111/1986, de 10 de enero, que desarrolla parcialmente la Ley de Patri-

monio Histórico Español, acuerda:

Primero.—Tener por incoado expediente para delimitar el entorno de

protección del bien de interés cultural declarado a favor del Monasterio

de «Santa María de las Huelgas», de Valladolid, según la delimitación que

se publica como anexo a la presente Resolución, y que figura en el plano

unido al expediente.

Segundo.—Continuar la tramitación del expediente de acuerdo con la

legislación vigente.

Tercero.—Hace saber al Ayuntamiento de Valladolid, que según lo dis-

puesto en el artículo 16 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio

Histórico Español, todas las obras que haya que realizar en el entorno

de protección que se pretende delimitar, no podrán llevarse a cabo sin

la aprobación previa del proyecto correspondiente por la Comisión Terri-

torial de Patrimonio Cultural, o si es el caso, por la Dirección General.

Cuarto.—Que la presente Resolución se publique en el «Boletín Oficial

de Castilla y León» y en el «Boletín Oficial del Estado», y se notifique

al Registro General de Bienes de Interés Cultural para su anotación pre-

ventiva.

Valladolid, 13 de febrero de 1998.—El Director general, Carlos de la

Casa Martínez.


